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1. La inmigración en el sistema de distribución  
de competencias
Pese a lo que pretende la STC 31/2010, la inmigración no puede 
ser concebida en la actualidad como una materia competencial auto-
nómica o estatal sino como un fenómeno de alcance amplio en el que 
concurren distintas políticas que se ejercen en virtud de títulos com-
petencias estatales y autonómicos. Por ello, si a efectos propedéuticos 
queremos considerarla una materia competencial, esto es, el objeto 
sobre el que recae el conjunto de facultades a desplegar por el Estado, 
la Comunidad Autónoma o ambos, resultaba necesaria una reinter-
pretación del artículo 149.1.2 CE, que considera a la inmigración una 
materia de competencia exclusiva del Estado, sin más matices, para 
dar cabida constitucional a las facultades competenciales de titularidad 
autonómica que permiten desarrollar a estas Comunidades Autónomas 
políticas de inmigración. En puridad, el planteamiento que resulta del 
art. 149.1.2 CE: la inmigración como materia competencial reservada 
Artículo recibido el 14/09/2011; aceptado el 14/10/2011.
153
REAF, núm. 14, octubre 2011, p. 152-185
Las competencias autonómicas en inmigración tras la STC 31/2010
íntegra y exclusivamente al Estado, es, simplemente, anacrónico. Cuan-
do se aprueba la Constitución en 1978 la inmigración era considerada 
únicamente desde la perspectiva de la situación jurídica de los inmi-
grantes y su entrada y salida del territorio nacional. Como sabemos, 
el rasgo característico de la inmigración económica en España es, fun-
damentalmente, su abrupta irrupción. En el momento de aprobarse 
la Constitución y los primeros Estatutos de Autonomía apenas era 
socialmente perceptible. En ese contexto, a los poderes públicos im-
portaba el control de entrada de los extranjeros, vinculado además a 
la integración de España en las Comunidades Europeas, para lo que 
debía ser competente el Estado. Así, incluso los distintos Estatutos de 
Autonomía excepcionaban sus competencias para reservar la inmigra-
ción al Estado. Como es notorio, la situación se ha modificado radi-
calmente, no sólo por el espectacular incremento numérico sino tam-
bién por el carácter estable de la inmigración. De esta evolución 
reciente de la inmigración, incremento y asentamiento, deriva que, 
más allá de las tradicionales cuestiones sobre el control de fronteras 
o la situación jurídico-administrativa de los extranjeros, la inmigración 
incide en todos los ámbitos de la vida social pues ha producido una 
auténtica mutación de esa estructura social. En concreto, dada la es-
pecífica naturaleza de la inmigración económica han adquirido espe-
cial importancia los aspectos relacionados con la prestación de servicios 
públicos: educación, sanidad, asistencia social, vivienda, formación 
profesional, orientación para el empleo, cultura, etc. que demanda 
este ingente número de nuevos residentes. Cuando no era un fenó-
meno con incidencia social no se planteaba, lógicamente, la compe-
tencia sobre el proceso de integración de las personas migradas en 
las diversas perspectivas posibles (social, educativa, sanitaria, laboral, 
cultural, etc.). Considerado de forma unidireccional, esto es, vinculado 
exclusivamente al régimen jurídico de la presencia en España de ese 
extranjero por razones económicas que denominamos inmigrante, 
tenía sentido su consideración originaria como competencia exclusiva 
del Estado. Sin embargo, esa concepción es insostenible en la actua-
lidad. Es preciso reconocer que en inmigración no sólo debemos en-
cuadrar esa referencia a la situación político-administrativa de la per-
sona migrada sino también las distintas políticas que pretenden su 
integración en la sociedad de acogida. Y, desde la perspectiva compe-
tencial, ello significa que la concepción constitucional originaria debe 
mutar para adaptarse a la nueva realidad que debe normar. Dada la 
conocida aversión a la reforma constitucional, más allá de las urgencias 
con influencia europea, corresponde a la doctrina del Tribunal Cons-
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titucional, como intérprete supremo de la Constitución, lograr esa 
adaptación del texto constitucional a la evolución de la realidad que 
trata, en este caso la inmigración. El proceso no es excepcional. Así ha 
ocurrido en otras materias incluso sin haberse producido un cambio 
sociológico tan tangible y relevante. También las relaciones interna-
cionales se consideraban en los primeros años de desarrollo constitu-
cional una materia reservada “íntegra y exclusivamente” a la compe-
tencia exclusiva del Estado en virtud de la dicción literal del art. 149.1.3 
CE (STC 1/1982). Ese precepto impedía, en consecuencia, cualquier 
actuación autonómica con proyección internacional (STC 35/1982). Sin 
embargo, esa doctrina ha evolucionado y el propio Tribunal aceptó 
no sólo que la incorporación de normas europeas a nuestro ordena-
miento era competencia del Estado o de la Comunidad Autónoma, 
según quien fuera titular de la materia afectada conforme al reparto 
interno (SSTC 252/1988; 74/1992; 80/1993), sino, en un paso más, de 
especial importancia a nuestro objeto, que la competencia exclusiva 
del Estado sobre relaciones internacionales se concretaba a un deter-
minado espacio y no impedía las “actividades de relevancia interna-
cional de las Comunidades Autónomas” (STC 165/1994). Un proceso 
similar, aún con rasgos diferentes, se advierte en relación a la materia 
“administración de justicia” (art. 149.1.5 CE). La dicción literal del 
149.1.5 CE: competencia exclusiva del Estado sobre la “administración 
de justicia”, parecía dejar a las Comunidades Autónomas al margen 
del ejercicio competencial en esta materia. Sin embargo, no ha impe-
dido la conformidad constitucional de las denominadas “cláusulas 
subrogatorias” incluidas en los primeros Estatutos en virtud de las 
cuales las Comunidades Autónomas podían asumir las competencias 
que hasta entonces ejercía el Gobierno del Estado. Pese a la rotundi-
dad del precepto constitucional el Tribunal Constitucional ha realiza-
do una redelimitación competencial, o “interpretación integradora”, 
de acuerdo con la cual las Comunidades Autónomas han podido asu-
mir competencias sobre “administración de justicia”, en concreto so-
bre la “administración de la administración de justicia” (STC 56/1990).
La regulación de la inmigración incluye lo relacionado con la 
entrada, permanencia y salida del territorio nacional de extranjeros 
que se encuentran en España por razones económicas, y con una cier-
ta voluntad de permanencia. Cuando este fenómeno no es residual 
sino que tiene la importancia que ha adquirido en España el ordena-
miento jurídico debe atender a dos situaciones. Por un lado, la situa-
ción jurídico-administrativa de esas personas de nacionalidad distinta 
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a la española y, por otro lado, su integración en la sociedad de acogi-
da en sus múltiples facetas esencialmente de carácter socio-laboral, 
aunque también cultural. Como es conocido, el art. 149.1.2 CE incluye 
“nacionalidad, inmigración, emigración, extranjería y derecho de asi-
lo” entre las materias sobre las que el Estado tiene competencia ex-
clusiva, sin más precisiones. Por ello, como se ha indicado los primeros 
Estatutos no habían previsto competencia autonómica alguna en ese 
ámbito.1 Sin embargo, de la misma forma que ha ocurrido en otros 
apartados del art. 149.1 CE, también en el apartado segundo encon-
tramos una mención genérica a la competencia estatal que, en la 
actualidad, treinta y tres años después de aprobarse la Constitución, 
debe ser modulada. La diferencia con lo acaecido en otras “materias 
competenciales” como relaciones internacionales (art. 149.1.3 CE) o 
administración de justicia (art. 149.1.5 CE), a las que hemos hecho 
referencia, es que en el supuesto que ahora nos ocupa no se había 
producido hasta aquí la intervención delimitadora del Tribunal Cons-
titucional en la que sustentar un hipotético reparto entre el Estado y 
las CCAA. Sin embargo, había sido plenamente asumido que, pese a 
la expresión taxativa del artículo 149.1.2 CE, no toda actuación públi-
ca vinculada a la inmigración era competencia del Estado. Y ello por-
que existen títulos competenciales autonómicos de carácter sectorial 
que habilitan a las CCAA para actuar con incidencia en ese fenómeno.2 
Ese ejercicio competencial autonómico no puede ser impedido en 
virtud del citado título estatal, pues supondría invadir un espacio com-
petencial ajeno. Son consideraciones que el propio Fundamento Jurí-
dico 83 de la STC 31/2010 ha reconocido: las CCAA han podido ejercer 
facultades competenciales en inmigración, pese a la referencia literal 
del art. 149.1.2 CE. Diversos títulos sectoriales susceptibles de asunción 
estatutaria según el artículo 148.1 CE, recogidos en los Estatutos y 
ampliamente desarrollados desde los inicios de los años ochenta del 
1. Únicamente en el Estatuto de Canarias encontrábamos una mención a que la Comuni-
dad Autónoma “podrá elevar al Gobierno las propuestas que estime pertinentes sobre la 
residencia y el trabajo de extranjeros en Canarias” (artículo 37.1).
2. Incluso los diputados recurrentes en la STC 31/2010 “expresamente admiten en la de-
manda que determinadas competencias de la Generalitat (servicios sociales, sanidad, edu-
cación, vivienda, etc.) se proyectan y benefician a la población inmigrante, estimando que 
no existe inconveniente alguno en que se haga una expresa previsión a que esas compe-
tencias se ejercerán especialmente al servicio de la integración de los inmigrantes e inclu-
so que se establezca la obligación por parte de las instituciones autonómicas de realizar 
políticas que, aunando todas estas competencias, tiendan a esa integración social” (Fun-
damento Jurídico 83, STC 31/2010).
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pasado siglo, habilitan a las CCAA para ejercer competencias sobre las 
personas migradas. Por tanto, no resulta extraño que tras una reforma 
estatutaria esos supuestos se recojan expresamente en el texto estatu-
tario. Del art. 149.1.2 CE derivan, obviamente, facultades de actuación 
para el Estado pero este título competencial no le permite ejercer cua-
lesquiera actividades públicas con incidencia sobre inmigración sosla-
yando las competencias de las CCAA. En definitiva, la distribución de 
competencias en inmigración es más compleja de lo que pergeña una 
interpretación literal del art. 149.1.2 CE y, por ello, debe configurarse 
un reparto que respete los respectivos espacios competenciales. Es lo 
que se esperaba de la STC 31/2010, y finalmente no ha hecho al consi-
derar ajenos a la materia competencial inmigración las facultades com-
petenciales autonómicas con incidencia en el fenómeno migratorio.
La conclusión del Tribunal Constitucional resulta insatisfactoria. 
Es evidente que cuando nos referimos a las políticas de inmigración 
en la actualidad incluimos procesos de integración de las personas 
migradas en la sociedad de acogida. Ese proceso ha sido desarrollado 
fundamentalmente por las CCAA apoyándose en sus competencias 
sectoriales sobre las políticas sociales de educación, sanidad, asistencia 
social, vivienda, etc. Por ello, en la realidad constitucional, resultaba 
difícil sostener que las CCAA carecían de competencias sobre inmigra-
ción cuando en la práctica desarrollaban estas políticas que incluso 
han formalizado en elaborados planes de inmigración.3 Resultaba 
necesaria, en consecuencia, una reinterpretación del artículo 149.1.2 
CE para hacerlo compatible con la realidad constitucional que sólo 
podía realizar el Tribunal Constitucional, de la misma forma que había 
ocurrido con el art. 149.1.3 CE o el art. 149.1.5 CE. La STC 31/2010 daba 
esa oportunidad. Se cuestionaba ante el Tribunal el reconocimiento 
estatutario de facultades competenciales autonómicas sobre inmigra-
ción, de la misma forma que se habían cuestionado las “cláusulas 
subrogatorias” en administración de justicia o las oficinas autonómi-
cas en Bruselas en relación a las relaciones internacionales. Sin embar-
go, el Tribunal ha defraudado estas expectativas. Aplicando la actitud 
“defensiva” y “evasiva” que recorre toda la sentencia sobre el Esta-
tuto de Cataluña no nos ofrece el reconocimiento paraconstitucional 
de una delimitación competencial de la inmigración adaptada a la 
3. Sobre estos planes, C. Bonino Covas; J. Aragón Medina, F. Rocha Sánchez, Los planes de 
las CCAA para la integración social de las personas inmigrantes, Confederación Sindical 
de CCOO, Madrid, 2003. 
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realidad, que en este supuesto parecía especialmente fácil pues, salvo 
en el supuesto de las autorizaciones de trabajo a los extranjeros, los 
Estatutos de Cataluña y Andalucía se limitaban a recoger la práctica 
que se ha venido desarrollando sin haber sido cuestionada jurídica-
mente. Sin embargo, lejos de adaptar el art. 149.1.2 CE a la concepción 
actual de la inmigración, el Tribunal se ha enrocado en la originaria 
competencia exclusiva del Estado sobre la materia pero, a su vez, ha 
considerado conforme a la Constitución todas las previsiones estatu-
tarias en una “interpretación conforme”, siempre que se entienda 
que “la referencia a la inmigración (en los Estatutos) no se correspon-
de con esta materia competencial, competencia exclusiva del Estado 
(art. 149.1.2 CE) sino con otras materias sobre las que puede asumir 
competencias la Comunidad Autónoma”. Es una interpretación que 
ha dejado insatisfechas a todas las partes. A los recurrentes, que sos-
tenían la inconstitucionalidad del artículo 138 del Estatuto de Cata-
luña, sin haber recurrido el similar artículo 62 del Estatuto de Anda-
lucía, porque, en definitiva, el Tribunal ha aceptado la “interpretación 
conforme” del precepto estatutario en lugar de declarar la inconsti-
tucionalidad; y a los defensores del Estatuto porque entienden que 
el Tribunal Constitucional ha pretendido vaciar de contenido la com-
petencia estatutaria sobre inmigración. Pero, más allá de estas valo-
raciones de política constitucional, el problema fundamental del fun-
damento jurídico 83 de la STC 31/2010 radica en que haciendo un 
planteamiento correcto de la relación entre Estado y Comunidades 
Autónomas en relación al fenómeno migratorio en los tres aspectos 
a los que se refieren los Estatutos de segunda generación: integración 
social y primera acogida; autorizaciones de trabajo y procedimientos 
participados, no aprovecha la oportunidad para reconfigurar en su 
doctrina la delimitación competencial entre Estado y Comunidades 
Autónomas. El objeto de estas páginas es plantear los términos de esa 
reconfiguración sin contradecir el contenido de la STC 31/2010 aunque 
sí, lógicamente, su pretensión de sostener que la competencia exclu-
siva del Estado sobre inmigración no resulta afectada por el ejercicio 
de facultades competenciales autonómicas sobre las personas migra-
das. Como señala la propia sentencia, acogiendo la posición del Abo-
gado del Estado, sostenida previamente en la doctrina,4 “la evolución 
4. Cfr. J.A. Montilla Martos, “La distribución de competencias en inmigración entre el Es-
tado y las Comunidades Autónomas en la reforma del Estado autonómico”, en J.A. Mon-
tilla Martos; M.C. Vidal Fueyo, Las competencias en inmigración del Estado y de las Comu-
nidades Autónomas, CEPC, 2007, p. 13 y la bibliografía allí citada.
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del fenómeno migratorio en España impide configurar la competen-
cia estatal ex art. 149.1.2 CE como un título horizontal de alcance 
ilimitado que enerve los títulos competenciales de las Comunidades 
Autónomas de carácter sectorial con evidente incidencia en la pobla-
ción migratoria, en relación con la cual han adquirido especial impor-
tancia las prestaciones de determinados servicios sociales y las corres-
pondientes políticas públicas (educación, asistencia social, sanidad, 
vivienda, cultura, etc.)”. Resulta incoherente no reconocer que de esos 
límites deriva un espacio competencial autonómico en inmigración o, 
cuando menos, no atreverse a denominarlo así como antes había he-
cho con otras materias también aparentemente reservadas “íntegra 
y exclusivamente” al Estado.
 En consecuencia, a la luz de la STC 31/2010 retomamos el aná-
lisis del reparto competencial en inmigración para centrarnos en los 
tres ámbitos que configuran el espacio competencial autonómico con-
forme a lo previsto en los Estatutos de Cataluña y Andalucía: integra-
ción social de las personas migradas, autorizaciones de trabajo a los 
extranjeros y participación autonómica en las decisiones estatales en 
materia de inmigración. Y ello porque la reconstrucción de ese repar-
to competencial en inmigración no encuentra en la STC 31/2010 un 
obstáculo sustancial sino únicamente formal, o “de rúbrica”, como 
señala el propio Tribunal. En ese sentido, planteamos esa delimitación 
con algunos retazos del citado fundamento jurídico 83 y algunos pro-
nunciamientos efectuados en relación al art. 149.1.3 CE, relaciones 
internacionales (STC 165/1994), o el art. 149.1.5, administración de 
justicia (STC 65/1990) que pueden resultar aplicables a la inmigración. 
Aunque por razones distintas, también en este supuesto procede li-
mitar el alcance de la competencia estatal, como en las relaciones 
internacionales, sin otorgarle un carácter horizontal que imposibilite 
cualquier actuación autonómica sustentada en títulos competenciales 
propios, como ha dicho la propia STC 31/2010. El Estado no es com-
petente para cualquier actividad pública referida a la inmigración 
pues, trasladando lo que ha dicho el Tribunal en relación a las rela-
ciones internacionales, en puridad no es una materia competencial 
sino un “fenómeno” en el que pueden concurrir también títulos au-
tonómicos y el objeto de la reserva al Estado derivada del art. 149.1.2 
CE puede ser limitado.
En la actualidad, el proceso de integración social, laboral, eco-
nómica y cultural de los inmigrantes que se encuentran en España 
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constituye un pilar de la política de inmigración, junto al control de 
flujos y la cooperación al desarrollo. Ese proceso deriva del ejercicio 
de las materias antes mencionadas, que son, esencialmente, de com-
petencia autonómica, aún cuando permiten algún grado de interven-
ción del Estado. Esa condición de competencia autonómica no puede 
resultar alterada por el origen de los destinatarios de las actividades 
públicas que derivan del ejercicio competencial. En consecuencia, di-
versos títulos competenciales autonómicos, exclusivos o compartidos, 
inciden actualmente en la situación de las personas inmigradas hasta 
el punto de que las actuaciones referidas al proceso de integración 
competen fundamentalmente a las CCAA, conforme al reparto inter-
no de competencias. En consecuencia, hemos asistido en los últimos 
años a una situación ciertamente paradójica. Formalmente, la inmi-
gración era competencia exclusiva del Estado, pero las actuaciones 
públicas en uno de los pilares básicos de la política migratoria, el 
proceso de integración de las personas inmigradas en la sociedad de 
acogida, están siendo desarrolladas por las CCAA, en ejercicio de sus 
competencias sectoriales.
En la práctica, se ha configurado un modelo de distribución com-
petencial que carecía de referencia formal, incluso jurisprudencial que 
los Estatutos de segunda generación han incorporado a la Constitución 
territorial. Según este reparto, el Estado conserva la competencia ex-
clusiva sobre lo que podemos denominar la situación jurídico-admi-
nistrativa del inmigrante. Son los aspectos relacionados con la entra-
da y salida de extranjeros y las autorizaciones administrativas 
vinculadas en la legislación al “régimen jurídico de los extranjeros”, 
así como las infracciones y sanciones. Trasladando el esquema utiliza-
do por el Tribunal Constitucional para las relaciones internacionales, 
éste sería el “núcleo duro” de la competencia estatal, y se identifica 
con el contenido tradicional. Pero, trascendiendo este ámbito de com-
petencia exclusiva del Estado, la prestación a las personas inmigradas 
de los diversos servicios públicos que condicionan su proceso de inte-
gración en la sociedad de acogida es competencia del Estado en virtud 
de diversos títulos sectoriales. Por ello, junto al espacio competencial 
del Estado en inmigración se ha configurado un espacio competencial 
autonómico. Ello impide considerar a la inmigración una competencia 
exclusiva del Estado, pese a la dicción literal del art. 149.1.2 CE. Aun-
que la Constitución y los Estatutos no reconocían a las CCAA compe-
tencia alguna en inmigración ni introducen limitación expresa a la 
competencia estatal, el respeto a los diversos espacios competenciales 
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impone una interpretación del reparto que respete también los títu-
los autonómicos. La consecuencia última es la posibilidad de acotar 
un espacio competencial autonómico en inmigración, pese al carácter 
taxativo del art. 149.1.2 CE. Eso es lo que reconocen los Estatutos de 
Autonomía de Cataluña y Andalucía, tras las reformas estatutarias; 
incorporan esa “realidad” a la Constitución territorial.
2. La inmigración en los Estatutos de segunda 
generación. El traslado al texto estatutario de lo 
que ocurre en la realidad, más el traspaso de las 
autorizaciones de trabajo
Como es conocido, los nuevos Estatutos de Autonomía de Cata-
luña y Andalucía han sustituido el sistema de listas de competencias 
(exclusivas, compartidas y de ejecución) por un análisis pormenorizado 
de las distintas materias competenciales, a las que dedican artículos 
específicos desglosando las actividades que, en ese ámbito, correspon-
den a la CA respectiva. En ambos Estatutos una de las pocas materias 
nuevas a las que se dedica un tratamiento específico y detallado es la 
inmigración. La mayoría de las restantes ya estaban incluidas, de forma 
genérica, en alguna de las listas de los primeros Estatutos y ahora úni-
camente se detallan las diversas submaterias. Por el contrario, la inmi-
gración es incorporada ex novo a ambos textos. Pero, ¿cuáles son las 
facultades competenciales que asumen estas CCAA en inmigración?
En primer lugar, los Estatutos se ocupan del ámbito en el que 
las competencias autonómicas en inmigración se despliegan con ma-
yor nitidez. Así, se consideran autonómicas las políticas de integración 
y participación social, económica y cultural de los inmigrantes en el 
marco de sus competencias. Es la redacción literal del art. 62 del Esta-
tuto andaluz.5 En puridad, supone el reconocimiento estatutario del 
proceso antes advertido. El proceso de integración de los inmigrantes 
en la sociedad de acogida compete a la Comunidad Autónoma “en el 
marco de sus competencias”, esto es, en ejercicio de sus títulos secto-
riales de carácter prestacional. No puede, por tanto, ser asumido por 
el Estado en virtud del alcance horizontal del art. 149.1.2 CE.
5. También entre los principios rectores de las políticas públicas de Andalucía se incluye, 
en el mismo sentido, la “integración laboral, económica, social y cultural de los inmigran-
tes” (artículo 37.1.9º).
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En el Estatuto catalán (LO 6/2006) se desglosan algo más estas 
políticas de integración. Se menciona expresamente en el art. 138, la 
competencia exclusiva en materia de primera acogida de las personas 
inmigradas, que incluirá actuaciones socio-sanitarias y de orientación, 
el desarrollo de las políticas de integración de las personas inmigradas 
en el marco de sus competencias, el establecimiento y la regulación 
de las medidas necesarias para la integración social y económica de 
las personas inmigradas y para su participación social y la previsión 
por ley de un marco de referencia para la acogida e integración de 
las personas inmigradas. Ciertamente, no existen diferencias de fon-
do entre ambos preceptos. El Estatuto catalán incorpora el concepto 
de acogida, junto al de integración, pero también en el caso andaluz 
la competencia sobre acogida puede reconocerse en la de integración 
pues esa primera acogida tiene un contenido de prestación asisten-
cial, sin incidencia en el control de entrada en el territorio nacional. 
Por otro lado, la mención a una ley de integración en el Estatuto 
catalán no impide, obviamente, que también se apruebe en Anda-
lucía, aunque no se diga de forma expresa en el Estatuto. En un 
sentido inverso, el Estatuto andaluz se refiere a la integración cul-
tural, junto a la económica y social, que no se menciona en el cata-
lán. Sin embargo, ello no significa que carezca de competencia para 
la integración cultural “en el marco de sus competencias”. En todos 
los casos, son actividades desplegadas sobre las personas inmigradas 
en virtud de otros títulos competenciales de carácter sectorial, que 
ahora se mencionan en el Estatuto configurando una política de 
integración social.
En segundo lugar, en los Estatutos catalán y andaluz se mencio-
na la competencia ejecutiva en materia de autorizaciones de trabajo 
de los extranjeros cuya relación laboral se desarrolle en la Comunidad 
Autónoma. Se específica, de forma expresa, que esa facultad compe-
tencial se ejerce “en necesaria coordinación” con la competencia es-
tatal en materia de entrada y residencia. Incluye tres aspectos: a) la 
tramitación y resolución de las autorizaciones iniciales de trabajo; b) 
la tramitación y resolución de los recursos presentados a dichas auto-
rizaciones y c) la aplicación del régimen de inspección y sanción. Los 
dos preceptos estatutarios son casi idénticos. La única diferencia es 
que en el andaluz se dice que la competencia se ejerce “de acuerdo 
con lo que establezca la legislación del Estado”, lo que, al tratarse de 
una competencia de ejecución, esto es, en la que la legislación corres-
ponde al Estado, constituye una referencia innecesaria.
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Finalmente, también se menciona de forma idéntica en ambos 
Estatutos que la Comunidad Autónoma participará en las decisiones 
del Estado sobre inmigración de especial trascendencia para ella y, en 
particular, la participación preceptiva previa en la fijación del contin-
gente de trabajadores extranjeros a través de los cauces bilaterales y 
multilaterales de relación. Debe recordarse que la LO 4/2000 ya había 
previsto esa participación autonómica en la determinación del con-
tingente.6
 En puridad, lo que hacen los Estatutos es reconocer, “forma-
lizar” si se prefiere decir así, el espacio competencial autonómico 
que podía deducirse de títulos competenciales autonómicos ya in-
sertos en los primeros Estatutos y que, incluso, en la mayor parte de 
los casos (políticas de integración o procedimientos participados) se 
había configurado en la práctica. Las Comunidades Autónomas han 
ejercicio competencias sobre la materia y, ahora, los Estatutos plas-
man esas facultades competenciales sobre inmigración, esa “realidad 
autonómica”. La única alteración efectiva del reparto deriva de la 
asunción estatutaria de la competencia ejecutiva en materia de au-
torización de trabajo de los extranjeros, así como su inspección y 
sanción, pero, aún este caso, como se explicará después y ha reco-
nocido la propia STC 31/2010, la competencia autonómica podía ha-
berse extraído de la competencia autonómica sobre “ejecución la-
boral”, aunque ciertamente no se había hecho y tras la reforma 
6. En las otras reformas estatutarias encontramos una panoplia de opciones, aunque en 
todos los casos se asume la competencia sobre inmigración, con uno u otro contenido 
aun manteniendo el sistema de listas. Así, el Estatuto de Baleares (LO 1/2007) incluye en 
el listado de competencias exclusivas de la Comunidad Autónoma la “integración social 
y económica del inmigrante” (art. 30 apartado 50). Además, en el art. 33.18 se incluye 
como competencia de ejecución “la inmigración en los términos previstos en la Consti-
tución y en la legislación del Estado”. Por tanto, sin decirlo de forma expresa, abre el 
cauce para el reconocimiento de la competencia autonómica sobre ejecución de autori-
zaciones de trabajo. En la reforma de Aragón se incluye entre las competencias compar-
tidas (art. 75.6) la “integración de inmigrantes, especialmente social, laboral y económi-
ca”, así como la participación y colaboración con el Estado, especialmente en el 
contingente, en términos similares a los utilizados en las reformas catalana y andaluza. 
Finalmente, en la reforma de Castilla-León, se incluye entre las competencias exclusivas 
la “acogida e integración económica, social y cultural” de los inmigrantes. En ese senti-
do, la Junta colaborará con el Estado en política de inmigración. La excepción es el Es-
tatuto reformado de la Comunidad valenciana (LO 1/2006), en el que no hallamos men-
ción alguna a esta materia en el Título estatutario dedicado a las competencias. Sólo en 
el apartado de derechos se establece que la actuación de la Generalitat se centrará, 
entre otros ámbitos, en los “derechos y atención social de los inmigrantes con residencia 
en la Comunitat valenciana”.
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estatutaria ha debido abordarse. Es la única excepción. En lo demás 
no cambia la distribución de competencias en inmigración sino que 
se concede rango estatutario al reparto implícitamente reconocido 
antes de las reformas.
De aquí deriva otra cuestión: ¿significa que el reconocimiento 
estatuario carece de importancia? Esa conclusión sería errónea. Des-
de una perspectiva dogmática se ha hecho hincapié en que el ale-
jamiento de la norma y la realidad constitucional genera una crisis 
de normatividad en nuestro modelo constitucional, para cuya supe-
ración resultan adecuadas las reformas constitucionales y estatuta-
rias.7 El Estado autonómico es el ejemplo arquetípico. Por tanto, 
cualquier acercamiento mediante la mención específica de esa rea-
lidad en la norma estatutaria merece una valoración positiva. Pero, 
también desde una perspectiva práctica-funcional el reconocimien-
to estatutario de las competencias autonómicas en inmigración tie-
ne al menos tres efectos positivos. En primer lugar, impide interpre-
taciones restrictivas de esas competencias autonómicas por parte 
de los operadores jurídicos, que deberán respetar el bloque de la 
constitucionalidad. Así, la competencia autonómica para reconocer 
derechos prestacionales a los inmigrantes encuentra ahora sustento 
estatutario en esta referencia al proceso de integración. En segun-
do lugar, aclara la distribución de competencias, acotando el espa-
cio de actuación autonómico e, incluso, eliminando las dudas que 
pudiera suscitar, por ejemplo, sí la competencia autonómica sobre 
autorizaciones de trabajo podía deducirse de “ejecución laboral”. 
Finalmente obliga a una concepción colaborativa de la inmigración, 
que hasta ahora apenas ha sido aplicada, pese a su reconocimiento 
legislativo.
Este proceso de clarificación del reparto competencial en in-
migración que han impulsado los Estatutos de segunda generación 
es el que debería haber reforzado la STC 31/2010 pero no lo ha 
hecho pues ha aceptado su contenido pero no su denominación 
como competencias autonómicas en inmigración.
7. Cfr. C. De Cabo Martín, La reforma constitucional en la perspectiva de las fuentes del 
Derecho, Trotta, Madrid, 2003. 
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3. La inmigración en la STC 31/2010. La interpretación 
conforme del contenido estatutario
El Tribunal Constitucional aborda la cuestión de las competencias 
autonómicas en inmigración como consecuencia del recurso plantea-
do por más de 50 diputados del Grupo Parlamentario Popular frente 
a numerosos artículos del Estatuto de Cataluña, entre ellos, los tres 
apartados del artículo 138 EAC en los que se pretenden concretar esas 
competencias autonómicas en inmigración, como hemos visto. La ar-
gumentación de los recurrentes en este punto es tan somera como en 
el resto del recurso. En relación a las políticas de integración conside-
ran que la Comunidad Autónoma puede tener competencias que se 
proyecten sobre los inmigrantes pero “no la asunción de competencias 
formalmente referidas a la materia inmigración”; en relación a la 
competencia ejecutiva en materia de autorización de trabajo la con-
sideran encuadrable en inmigración y no en ejecución laboral, con el 
argumento de que siempre se ha regulado en la legislación de extran-
jería y respecto a la participación en las decisiones el Estado sostienen 
su rechazo genérico a que un Estatuto determine la forma en que ha 
de ejercer sus propias competencias. Analizamos después los tres su-
puestos pero en resumen la posición de los recurrentes se puede sin-
tetizar en que siendo la “inmigración” una materia de competencia 
exclusiva del Estado (149.1.2 CE) no puede ser objeto de atribución 
vía estatutaria a una Comunidad Autónoma.
Frente a ello, el Tribunal Constitucional en lugar de adentrarse 
en la complejidad competencial del fenómeno migratorio, pese al 
aparente simplismo constitucional, coherente con el momento histó-
rico en que se aprueba el texto, y reconocer la evolución de esa “ma-
teria competencial”, de la misma forma que había hecho con las re-
laciones internacionales (art. 149.1.3 CE) o con la administración de 
justicia (art. 149.1.5 CE), asume la posición inicial de los recurrentes 
conforme a la cual cualquier atribución de competencias en inmigra-
ción a las Comunidades Autónomas resulta inconstitucional pero ad-
mite una interpretación conforme del art. 138 EAC en cuanto las po-
testades recogidas en este artículo, a las que hemos hecho referencia, 
no se traducen en atribución de competencia alguna en inmigración. 
Nos dice el Tribunal que la política de integración de los inmigrantes, 
con específica referencia a la primera acogida; la autorización de tra-
bajo o la participación autonómica en las decisiones estatales sobre 
inmigración “no se corresponde con esta materia constitucional, com-
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petencia exclusiva del Estado (art. 149.1.2) sino con otras materias 
sobre la que puede asumir competencias la Comunidad Autónoma”. 
Tan evidente es su vinculación a títulos sectoriales de las CCAA (edu-
cación, sanidad, asistencia social, ejecución laboral, etc.) como impo-
sible concebir la inmigración en la actualidad sin incluir la integración 
en la sociedad de acogida o las autorizaciones de trabajo. De esta 
forma, la existencia de estos títulos competenciales autonómicos que 
habilitan para el desarrollo de políticas de inmigración no puede re-
sultar ajena a una materia competencial que se denomina “inmigra-
ción” sino que se imbrican a ella matizando su inicial consideración 
constitucional. En cualquier caso, una vez rechazado que el Tribunal 
no haya actuado como ante otras materias que constituyen materias 
de alcance amplio, con diversas facultades competenciales entrecru-
zadas conviene no enredarse en un debate que, finalmente, es pura-
mente nominalista. Lo importante es comprobar si la sentencia obs-
taculiza de algún modo los contenidos estatutarios en relación a la 
inmigración, y adelantamos ya que no lo hace.
3.1. La integración social de los inmigrantes en la sociedad 
de acogida
En el primer apartado del artículo 138 el Estatuto de Cataluña 
incluye como competencias autonómicas, la competencia exclusiva en 
materia de primera acogida, que incluirá las actuaciones socio-sanita-
rias y de orientación; el desarrollo de las políticas de integración en 
el marco de sus competencias y el establecimiento y la regulación de 
las medidas para la integración social y económica de las personas 
inmigradas y para su participación social. Tras lo dicho hasta aquí, 
puede deducirse que ninguna tacha constitucional debería plantear 
el reconocimiento estatutario de unas actuaciones que vienen desa-
rrollando las CCAA en ejercicio de sus competencias sectoriales sobre 
política social pero que, en este supuesto, incide concretamente en 
inmigración. El Tribunal así lo reconoce también aunque, en una ar-
gumentación internamente incoherente, acepta el carácter autonó-
mico de las actuaciones recogidas en el Estatuto pero rechaza que sea 
inmigración. En realidad, no puede negar que la asistencia social y 
sanitaria a los inmigrantes forme parte de las políticas de inmigración, 
esto es, sea también inmigración y no sólo asistencia social o educación, 
lo que pretende negar es la evolución del espacio competencial au-
tonómico en este ámbito. En definitiva, aporta una argumentación 
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débil, fácilmente criticable por quienes sostienen, de forma inconce-
bible a mi juicio, que la inmigración es una materia de competencia 
exclusiva del Estado, sin más modulaciones.
Lo discutible de este fundamento jurídico está en la negativa a 
denominar inmigración a esas facultades competenciales autonómicas 
que se recogen en el Estatuto a partir de la literalidad del art. 149.1.2 
CE, más que en el reparto competencial que resulta de ella. En este 
sentido, resulta pertinente la interpretación según la cual la compe-
tencia autonómica sobre primera acogida debe circunscribirse a las 
primeras actuaciones socio-sanitarias y de orientación. Este es el es-
pacio competencial autonómico. Si incluimos otros aspectos como el 
rechazo en frontera o la devolución, estaríamos ya en el ámbito de la 
situación jurídico-administrativa del inmigrante, esto es, entraríamos 
en el espacio competencial del Estado.
Como hemos dicho ya, cuando los nuevos Estatutos apuntan la 
competencia autonómica sobre integración de las personas inmigradas 
en la sociedad de acogida están haciendo el reconocimiento formal 
de unas facultades competenciales que ejercen las CCAA en cuanto 
son competentes para la regulación y prestación de diversos servicios 
públicos, al margen del origen de los destinatarios. Aunque no lo 
dijeran de forma expresa, las CCAA tenían, y ejercían, facultades com-
petenciales en educación, sanidad, vivienda, asistencia social, empleo 
o cultura que les permitían diseñar políticas públicas para hacer efec-
tiva la integración de los inmigrantes. En ese sentido, la expresión 
utilizada ahora en los Estatutos resulta adecuada: competencia sobre 
la política de integración “en el marco de sus competencias”. En cual-
quier caso, al incidir sobre la política de inmigración obligan a rein-
terpretar la competencia exclusiva del Estado del art. 149.1.2 CE.
Importa recordar que el reconocimiento estatutario no conlleva 
que estas políticas autonómicas de integración sean competencia ex-
clusiva de las CCAA, pues el Estado puede incidir sobre ellas desde 
distintos cauces. Pese al uso de la expresión competencia exclusiva en 
el caso de la primera acogida, que ha sido adecuadamente interpre-
tada en la STC 31/2010,8 el Estado tiene competencia para establecer 
8. También en el Estatuto andaluz se soslaya la definición del tipo de competencia que se 
ejerce. Simplemente, indica el artículo 62 que corresponden a la Comunidad Autónoma 
las políticas de integración y participación “en el marco de sus competencias”. 
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las bases en virtud de diversos títulos sectoriales del art. 149.1 CE como 
educación, sanidad o régimen de seguridad social, por lo que deter-
minará el mínimo común normativo sobre la materia para el posterior 
desarrollo normativo autonómico.9 En otras materias competenciales, 
como vivienda o asistencia social, la presencia de un título competen-
cial del Estado es más discutible. Lo que no resulta correcto, a mi 
juicio, es utilizar el artículo 149.1.2 CE para habilitar al Estado y limi-
tar la competencia autonómica. En ese sentido, cuando la STC 31/2010 
señala que las facultades competenciales sobre primera acogida “en 
cuanto manifestación de la competencia asumida en materia de asis-
tencia social, resulta limitada por la competencia exclusiva reservada 
al Estado ex art. 149.1.2 CE” debe referirse a la competencia sobre el 
régimen jurídico del inmigrante. No puede suponer que en virtud del 
artículo 149.1.2 CE el Estado pueda incidir en la competencia autonó-
mica de asistencia social a las personas migradas. Como ha señalado 
la propia STC 31/2010, este precepto no puede limitar las competencias 
autonómicas, en este caso sobre asistencia social, sino que configura 
su espacio competencial respetando estas competencias autonómicas.
En consecuencia, el art. 149.1.2 CE no aporta al Estado nuevas 
facultades competenciales en materia de integración social de los 
inmigrantes en la sociedad de acogida, pues no puede considerarse 
“un título horizontal de carácter ilimitado que enerve los títulos com-
petencias de las CCAA de carácter sectorial” (STC 31/2010). En con-
clusión, el Estado cuenta con títulos competenciales para regular la 
integración social de los inmigrantes pero no a través de un genérico 
título competencial derivado del art. 149.1.2 CE, que le permitiría 
incidir en los distintos ámbitos sectoriales, sino de títulos compartidos 
que lo habilitan para establecer la legislación básica o las condiciones 
básicas. La cuestión es importante pues supone la delimitación nega-
tiva del ámbito de complemento normativo o régimen jurídico propio 
de las CCAA. Sea a través de las bases o de las condiciones básicas, el 
Estado es competente para dictar el mínimo normativo en las distin-
tas prestaciones sociales vinculadas a los servicios públicos que inciden 
en la integración socio-económica de los inmigrantes. Sin embargo, 
9. Es conocida la doctrina de la STC 20/1988, sobre el alcance de las competencias exclusi-
vas. Según el TC “… la calificación jurídica que las competencias de las CCAA deben me-
recer no deriva de una lectura aislada de la denominación que tales competencias reciban 
en los textos estatutarios, sino de una interpretación sistemática de todo el bloque de la 
constitucionalidad”. 
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ello no impide a las CCAA establecer niveles más altos de protección 
o de reconocimiento de derechos sociales. Así, los que se mencionan 
en la legislación estatal, en concreto en la legislación sobre derechos 
y libertades de los extranjeros suponen un estatus mínimo que debe 
ser satisfecho en todas las CCAA a partir del cual puede preverse su 
ampliación. Así se ha hecho, aun de forma tímida, en algunas CCAA, 
con una oposición por parte de los órganos jurisdiccionales que re-
sultará dificultada tras el reconocimiento estatuario de la competen-
cia para la integración de las personas inmigradas en el ejercicio de 
sus competencias.10
En definitiva, la competencia autonómica en integración social 
de los inmigrantes tiene un carácter esencialmente compartido como 
consecuencia de la competencia estatal para establecer las bases 
en relación a determinadas prestaciones sociales y permite a las 
Comunidades Autónomas reconocer a los inmigrantes derechos 
sociales no previstos en la regulación estatal en virtud de su situa-
ción administrativa, siempre que se respeten las bases estatales, o, 
en su caso, las condiciones básicas de igualdad en el ejercicio de 
derechos. Dicho de otra forma, el mínimo común estatal en el pro-
ceso de integración social impide que se restrinjan sus derechos 
sociales pero no que se extiendan, si así lo consideran los poderes 
públicos autonómicos.
Esta capacidad de actuación, que ya desarrollaban las CCAA ha 
quedado reconocido en el Estatuto, sin que resulte cuestionada en 
la STC 31/2010.
 Finalmente, los Estatutos de Cataluña y Andalucía se refieren 
también a la competencia autonómica sobre las políticas de partici-
pación social, económica y cultural de las personas inmigradas. Pre-
tenden, con ello, abrir cauces de participación más allá de la partici-
pación política. Y esto por dos razones. En primer lugar, porque la 
10. En concreto, en Cataluña el RD 188/2001, de los extranjeros y su integración social, al 
regular los derechos sociales de los extranjeros reconocía el acceso al derecho a la educa-
ción no obligatoria y a los centros de adultos a los extranjeros empadronados cuando la 
legislación de extranjería en ese momento mencionaba sólo a los residentes. El Tribunal 
Superior de Justicia de Cataluña, en sentencia 1233/2004, de 4 de noviembre, había anu-
lado esa previsión normativa, concibiendo a la inmigración como una competencia exclu-
siva del Estado, por lo que la Comunidad Autónoma debía “respetar el estatuto jurídico 
diseñado por la norma estatal”.
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capacidad de actuación autonómica en este ámbito es limitada, aun-
que existe, como muestra la inclusión del derecho de participación en 
los Estatutos catalán (art. 29) y andaluz (art. 30), e incluso la referen-
cia, más genérica en el Estatuto valenciano (art. 9); en segundo lugar, 
porque, como es conocido la propia Constitución introduce notables 
limitaciones al derecho de participación política de los extranjeros 
(art. 13 CE). El Tribunal no se ha ocupado de esta facultad competen-
cial autonómica. Su alcance es, no obstante, limitado. En concreto, la 
vía para la promoción de la participación social de las personas inmi-
gradas en la sociedad receptora, al alcance de los poderes públicos, 
ha sido fundamentalmente el fomento del asociacionismo de extran-
jeros a través de subvenciones y concesión de espacios públicas para 
desarrollar su actividad y mediante su incorporación a los foros, orga-
nismos e instituciones creadas por la propia administración para co-
laborar en el proceso de integración.11
3.2. Las autorizaciones de trabajo a los extranjeros
La asunción de la competencia de ejecución en materia de au-
torización de trabajo de los extranjeros, incluyendo la autorización 
inicial, los recursos y el régimen de inspección y sanción, en necesaria 
coordinación con la competencia del Estado sobre la entrada y resi-
dencia, es la aportación más sustantiva en materia de inmigración de 
las reformas estatutarias en Cataluña y Andalucía pues, como se ha 
dicho, en el momento de aprobación de esas reformas eran facultades 
ejercidas por el Estado. Por tanto, en la práctica iba a derivar un cam-
bio en el reparto competencial.
Para los recurrentes ese reconocimiento estatutario vulneraba 
el art. 149.1.2 CE en cuanto es inmigración y no ejecución laboral, 
como se desprende, a su juicio, de haberse regulado siempre en la 
legislación de extranjería. La STC 31/2010 ha aceptado la constitucio-
nalidad de esta previsión estatutaria, en los términos que había sido 
establecido en la doctrina, esto es, como aplicación al fenómeno mi-
gratorio de la competencia autonómica sobre ejecución laboral, re-
11. Cfr. en este sentido, E. Marzal, “Asociacionismo y participación”, en E. Aja, J.A. Mon-
tilla, E. Roig, (coord.), Las Comunidades Autónomas y la inmigración, Tirant lo Blanch, 
Valencia, 2006. 
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cogida desde los primeros Estatutos.12 Señala el Tribunal que “si al 
Estado ha de corresponder, con carácter exclusivo, la competencia en 
cuya virtud se disciplina el régimen jurídico que hace del extranjero 
un inmigrante y atiende a las circunstancias más inmediatamente vin-
culadas a esa condición, a la Generalidad puede corresponder aquella 
que, operando sobre el extranjero así cualificado, se refiere estricta-
mente a su condición como trabajador en Cataluña”. Esto no signifi-
ca, sin embargo, que sea estrictamente ejecución laboral sino ejecución 
laboral aplicada al fenómeno de la inmigración por lo que resulta 
lógica su mención en el artículo estatutario dedicado a las competen-
cias autonómicas en inmigración.
En este apartado explicita el Tribunal Constitucional el reparto 
competencial en inmigración que debería haber constituido el eje de 
la sentencia. Señala que “la competencia en materia de entrada y 
residencia de extranjeros se inscribe en el ámbito de la inmigración y 
la extranjería, terreno en el que, como alegan los recurrentes, sólo 
cabe la competencia exclusiva del Estado”. Así, lo reconoce el Estatu-
to cuando se refiere a la “necesaria coordinación con el Estado” ex-
presando la dificultad de su puesta en práctica que radica en la vin-
culación existente en nuestro Derecho de extranjería entre la 
autorización de residencia y de trabajo.13
Como se apuntaba al inicio, si el ámbito competencial auto-
nómico se concretaba en la integración de los inmigrantes, el del 
Estado se refiere, esencialmente, a su estatuto jurídico. Este ámbito 
competencial del Estado ha incluido hasta aquí la concesión y reno-
vación de los permisos y autorizaciones previstos en la Ley y todo 
el sistema de infracciones y sanciones que puede provocar la devo-
lución, el retorno o la expulsión del inmigrante. En cualquier caso, 
esa actuación competencial del Estado precisa la intervención au-
tonómica en dos sentidos distintos. Por un lado, el conocimiento de 
la situación administrativa de los inmigrantes es una premisa para 
prestar los servicios públicos de competencia autonómica, pues de-
terminan la forma de atender a sus necesidades. Por tanto, parece 
adecuada la previsión de instrumentos de colaboración y procedi-
12. Cfr. J.A. Montilla Martos, op. cit. p. 43.
13. En el nuevo Reglamento de extranjería (RD 557/2011, de 20 de abril) resulta excepcio-
nal la autorización de residencia temporal sin autorización de trabajo.
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mientos participados, a partir de la competencia estatal. Pero, ade-
más, por otro lado, el propio art. 149.1.7 CE reconoce la competen-
cia estatal sobre legislación laboral “sin perjuicio de la ejecución 
por los órganos de las CCAA” y, en consecuencia, los Estatutos de 
Autonomía asumieron desde el inicio la competencia de ejecución 
en materia laboral.
Como hemos explicado en otro lugar,14 a partir de ese título 
autonómico se había planteado la posibilidad de considerar compe-
tencia autonómica la concesión y renovación de los permisos de tra-
bajo a los inmigrantes, y la inspección laboral, al encuadrarse estas 
actuaciones en el título “ejecución laboral”, y no en “inmigración”. 
Esa idea era formalizada por las reformas estatutarias que, por otro 
lado, desglosan las facultades de ejecución laboral bajo la denomina-
ción de “trabajo” (o empleo) y “relaciones laborales” (art. 170 EACat 
y art. 63 EAAnd). Por ello, aun cuando supone un cambio en el repar-
to, éste podía haberse planteado aún sin la mención expresa. En todo 
caso, la asunción de la competencia sobre las autorizaciones de tra-
bajo a las personas inmigradas tiene unos perfiles algo diferentes a 
los advertidos antes en relación con la integración.
Hemos limitado el carácter transversal del art. 149.1.2 CE de 
forma que las prestaciones sociales a inmigrantes no se encuadran 
en ese título sino en el sectorial afectado por la correspondiente 
prestación (educación, sanidad, vivienda o asistencia social) aunque 
provocan la mutación del 149.1.2 CE en cuanto significa que la in-
migración ya no es competencia exclusiva del Estado. En el caso de 
la concesión y renovación de autorizaciones de trabajo a los inmi-
grantes el título específico que sustenta esa actuación administrati-
va es inmigración, y no ejecución laboral, pues esas autorizaciones 
se exigen precisamente por la condición de inmigrante, ámbito com-
petencial estatal, no por su condición de trabajador, ámbito compe-
tencial autonómico, pues, ciertamente, dicha autorización sólo se 
exige a los inmigrantes.
Sin embargo, esa conclusión derivada de un análisis formal de 
los títulos competenciales puede ser matizada desde una perspectiva 
material. En ese sentido, el acto administrativo de autorización para 
14. Vid. J.A. Montilla Martos, op. cit. pp. 43-44.
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trabajar de los extranjeros es un elemento más en la ordenación del 
mercado de trabajo y en el proceso de integración laboral, esto es, se 
incluye en ámbitos competenciales autonómicos, que no pueden al-
terarse por tratarse de inmigrantes en aplicación del principio de “nor-
malización”. En consecuencia, no se advierte una relación entre un 
título genérico y otro específico sino una actividad pública integrante 
de la ordenación del mercado de trabajo que, por tanto, se incluye 
en esa submateria o perfil competencial”. De ahí la competencia au-
tonómica, aunque “en necesaria coordinación” con el Estado, al que 
compete el control del flujo migratorio.
Con ello sólo respondemos a la cuestión de la aplicación a las 
personas inmigradas de la competencia de ejecución laboral que 
han asumido las CCAA. En ese sentido, la mención estatutaria su-
pone reconocer ese planteamiento en el propio bloque de la cons-
titucionalidad.
No obstante, más difícil es responder a cómo hacerlo. Y esto por 
una cuestión simple. A partir de las reformas estatutarias la concesión 
y renovación de las autorizaciones de trabajo son de competencia 
autonómica y la concesión y renovación de las autorizaciones de re-
sidencia de competencia estatal. Pero ocurre que en nuestro Derecho 
de extranjería, a partir de la LO 14/2003, no existen las autorizaciones 
de trabajo en sentido estricto sino que son autorizaciones de residen-
cia y trabajo en sus distintas modalidades (RD 557/2011). La respuesta 
que nos dan los Estatutos es la necesaria “coordinación” con el Estado. 
La cuestión es ¿cómo se articula esa coordinación, adjetivada de 
necesaria?15 Las opciones que se podían manejar eran varias. Por un 
lado, la creación de oficinas conjuntas de extranjería en las cuales la 
Comunidad Autónoma se encargue de lo referente a la autorización 
del trabajo, esto es, relación con el empleador, comprobación de si-
tuación nacional de empleo y las otras exigencias del art. 50 RD 
2393/2004. Una segunda posibilidad era considerar la concesión de la 
autorización como un tracto sucesivo en el que deben intervenir con-
secutivamente la administración autonómica, en lo referido a la au-
torización de trabajo, y la administración general del Estado para la 
15. Procede recordar en este sentido que el precepto del Estatuto andaluz aprobado en 
el Parlamento autonómico mencionaba la coordinación con el Estado en esta materia. Sin 
embargo, en las Cortes Generales se le incluyó el adjetivo “necesaria” que ya había sido 
incorporado también al Estatuto catalán.
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autorización de residencia. Cumplidos estos dos requisitos se otorga-
rá conjuntamente la autorización de residencia y trabajo. Esta segun-
da opción tiene el riesgo de la demora en el tiempo. Finalmente, era 
posible también la transferencia por la vía del art. 150.2 CE a las CCAA 
de la facultad de concesión y renovación de los permisos de residencia 
sólo en los supuestos que se encuentre vinculada a la autorización de 
trabajo. En este caso no puede soslayarse que se está incidiendo di-
rectamente en el control de flujos migratorios al aplicarse de forma 
autónoma la regulación estatal.
En la práctica, para hacer efectivo ese cambio en el reparto com-
petencial derivado del Estatuto se han utilizado dos instrumentos 
normativos. Por un lado, el Real Decreto de traspasos, que efectúa el 
traspaso efectivo de esa facultad competencial y, por otro lado, la 
modificación del reglamento de extranjería en el que se establece un 
procedimiento aplicable no sólo al caso de Cataluña sino con carácter 
general para hacer efectiva esa “necesaria coordinación”.
Así, el Real Decreto 1463/2009, de 18 de septiembre, traspasa 
funciones y servicios a la Generalitat de Cataluña en materia de au-
torizaciones iniciales de trabajo por cuenta propia o ajena de los 
extranjeros cuya relación laboral se desarrolle en Cataluña (tras la 
corrección de errores publicada en BOE de 30 de octubre). En con-
creto, se traspasan a la Generalitat de Cataluña las funciones que 
viene desempeñando la Administración General del Estado y los ser-
vicios relativos a la iniciación, instrucción y resolución de procedi-
mientos y notificación de resoluciones, así como los procedimientos 
de recurso administrativo, en su caso, sobre los tipos de autorizacio-
nes iniciales de trabajo por cuenta propia o ajena de los extranjeros 
cuya relación laboral se desarrolle en Cataluña, conforme a la legis-
lación estatal vigente en el momento de la efectividad de este tras-
paso. Todo ello comprende: a) Recepción de solicitudes de ofertas 
de trabajo y, en su caso, solicitud a la Dirección General de Inmigra-
ción de modificación o reasignación de contingente; b) Verificación 
de las ofertas; c) Verificaciones de las obligaciones tributarias y Se-
guridad Social; d) Comprobación de que las ofertas se corresponden 
con las ocupaciones indicadas en el contingente; e) Valoración de 
los expedientes y emisión, en su caso, de informe favorable; f) Tras-
lado del expediente a la Administración General del Estado para 
proseguir su tramitación; g) Resolución de la autorización inicial de 
trabajo, que se dictará de forma conjunta y coordinada con la reso-
174
REAF, núm. 14, octubre 2011, p. 152-185
José Antonio Montilla Martos
lución sobre la autorización de residencia de la autoridad compe-
tente de la Administración General del Estado; h) Notificación a los 
interesados del procedimiento, incluida la organización o la empre-
sa solicitante y los órganos indicados en la normativa vigente, con 
excepción de la notificación a los propios trabajadores extranjeros 
en sus respectivos países; i) Tramitación y resolución del procedimien-
to de recurso administrativo en su ámbito de competencias, que se 
resolverá conjunta y coordinadamente con la Administración Gene-
ral del Estado. También se traspasan las funciones que viene desem-
peñando la Administración General del Estado y los servicios en lo 
que se refiere a trámites de carácter laboral respecto de las autori-
zaciones mediante los visados de búsqueda de empleo, de confor-
midad con la normativa estatal aplicable, que comprenden: a) Re-
cepción de solicitudes y de los contratos de trabajo; b) Resolución 
sobre las autorizaciones de trabajo; c) Notificación al solicitante y al 
trabajador.16
 Al tratarse de una actuación conjunta de ambas administracio-
nes, consecuencia de la “necesaria coordinación” a la que se refiere 
el Estatuto de Autonomía de Cataluña, resultan especialmente impor-
tantes las fórmulas institucionales de cooperación. Así, en relación con 
la gestión electrónica de los procedimientos se regula el uso de la 
aplicación informática actualmente implantada, así como el intercam-
bio de información entre ambas Administraciones. A los efectos de 
asegurar la necesaria coordinación de los órganos competentes de la 
16. La Administración General del Estado se reserva las siguientes funciones: 1) La legisla-
ción aplicable en materia de autorizaciones de trabajo a los extranjeros; 2) La negociación 
y celebración de los instrumentos internacionales en el ámbito de extranjería e inmigración 
y que afecten a regulación de flujos migratorios, incluida la autorización inicial de resi-
dencia y trabajo, y la representación en los ámbitos de la Unión Europea o en cualesquie-
ra foros internacionales, bilaterales o multilaterales referidos a inmigración y extranjería, 
sin perjuicio de las competencias y facultades reconocidas en el Estatuto de Autonomía 
de Cataluña; 3) En relación con la gestión del contingente de trabajadores extranjeros, la 
decisión sobre la orientación de las ofertas a determinados países, y la relación con las 
autoridades de éstos en las fases de preselección y selección en origen, sin perjuicio de 
que la Generalitat de Cataluña actúe en representación del empleador; 4) La tramitación 
y resolución de todas aquellas autorizaciones de residencia y trabajo que no constituyen 
el objeto de este traspaso; 5) En relación con la gestión electrónica de los procedimientos 
de autorizaciones iniciales de trabajo por cuenta propia o ajena de los extranjeros, y en 
coordinación con la Generalitat de Cataluña, el establecimiento de los formatos y están-
dares comunes que aseguren la interoperabilidad, la seguridad, la conservación y la nor-
malización de la información. A través de la Resolución de 29 de julio de 2011 se adapta 
al traspaso a las novedades introducidas en el mencionado RD 557/2011.
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Administración General del Estado con los de la Generalitat de Cata-
luña, ambas Administraciones celebrarán un convenio para establecer 
aquellos órganos u otros instrumentos de colaboración que faciliten 
la actuación conjunta en la gestión. Además, ambas Administraciones 
adoptarán las medidas necesarias para asegurar que por un mismo 
órgano jurisdiccional se conozcan los recursos contencioso-adminis-
trativos contra los actos administrativos resolutorios de los procedi-
mientos afectados por este acuerdo de traspaso.
Pero era necesario modificar también la regulación general de 
los procedimientos de autorización inicial de residencia y trabajo que 
se regulan en el mismo a los requerimientos derivados del traspaso a 
las CCAA de la competencia ejecutiva que, en materia de autorización 
inicial de trabajo de los extranjeros, reconocen determinados Estatu-
tos de Autonomía.
En el ordenamiento jurídico español en materia de extranjería 
e inmigración la concesión a un extranjero de la posibilidad de tra-
bajar se vincula en general, y salvo supuestos excepcionales, a la 
posibilidad de que dicho extranjero sea residente en España. Por 
tanto, una vez efectivo el traspaso de las referidas competencias en 
materia de autorización inicial de trabajo de los extranjeros a las 
CCAA concurrirán en el correspondiente procedimiento administra-
tivo dos Administraciones Públicas: una, la autoridad laboral auto-
nómica, que resolverá sobre la concesión de la posibilidad de tra-
bajar, por cuenta ajena o por cuenta propia, al amparo de la 
auto rización de residencia y trabajo solicitada; otra, la autoridad 
estatal competente en materia de residencia de extranjeros, que 
resolverá sobre la posibilidad de que el extranjero resida en España, 
al amparo de dicha solicitud de autorización de residencia y traba-
jo. La intervención de dos Administraciones Públicas diferentes en 
el procedimiento de autorización inicial de residencia y trabajo no 
debe producir alteración o deterioro del servicio que se presta a la 
ciu dadanía, ni afectar tampoco, por otra parte, al ejercicio de las 
competencias que tienen reconocidas específicamente cada una de 
las Administraciones Públicas. En consecuencia, aunque en el pro-
cedimiento intervengan dos Administraciones Públicas diferentes, 
el empresario o empleador que pretenda contratar a un trabajador 
extranjero sólo deberá presentar una única solicitud de autorización 
de residencia y trabajo y lo hará ante una única Administración a 
través del órgano que sea competente para su tramitación. Asimis-
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mo, los interesados recibirán una única resolución en respuesta a 
su solicitud de autorización de residencia y trabajo, en la que se 
contendrán los pronunciamientos concretos de cada una de las Ad-
ministraciones Públicas. Teniendo en cuenta lo anterior, los aspectos 
más relevantes del procedimiento de autorización de residencia y 
trabajo que se aplica cuando en el mismo intervengan la Adminis-
tración General del Estado y la Administración Autonómica corres-
pondiente, son los siguientes: a) La iniciación del procedimiento 
corresponderá al órgano competente de la CA, que deberá coordi-
narse necesariamente con el órgano competente de la Administra-
ción General del Estado en relación con el ámbito de la residencia 
y garantizarle asimismo el conocimiento en tiempo real de las soli-
citudes; b) La resolución de la indicada solicitud corresponderá en 
cada caso a la Administración que sea competente, aunque las au-
toridades a quienes corresponda resolver de cada una de ellas de-
berán dictar de manera coordinada y concordante una resolución 
conjunta, concediendo o denegando la autorización de residencia 
y trabajo solicitada. Dicha resolución conjunta será expedida por el 
órgano competente de la CA y firmada por los titulares de cada uno 
de los órganos competentes de cada una de las Administraciones; 
c) La resolución conjunta será notificada a los interesados por el 
órgano competente de la CA en los plazos y forma establecidos en 
la normativa vigente; d) Por último, la resolución podrá ser impug-
nada ante los órganos que la firmen si bien se resolverá de forma 
conjunta y concordante por los titulares de los órganos competen-
tes de ambas Administraciones y se notificará a los interesados por 
el órgano competente de la CA correspondiente.
Como se advierte, se ha optado por un sistema de cogestión, en 
el que el servicio público autonómico de empleo deberá mantener 
una estrecha colaboración con la autoridad laboral y gubernativa es-
tatal. Su funcionamiento no parece fácil, pero más allá de valorar 
tanto su funcionamiento efectivo como su inserción en el federalismo 
cooperativo, que no es objeto de estas páginas, es claro que no ha 
resulta impedido sino, por el contrario, reconocido por la STC 31/2010.
Finalmente, resulta importante destacar que está al alcance de 
todas las CCAA, aunque no lo reconozca expresamente su Estatuto al 
vincularse a la competencia de ejecución laboral, asumida en todos 
los Estatutos, aunque en las de Cataluña y Andalucía resulta estatu-
tariamente impelido.
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3.3. La participación autonómica en las decisiones estatales 
sobre inmigración
Finalmente, los nuevos Estatutos de Autonomía de Cataluña y 
Andalucía han reconocido también la participación autonómica en las 
decisiones del Estado sobre inmigración, tanto la participación gené-
rica en las decisiones “con especial trascendencia en la Comunidad 
Autónoma” como una mención específica a la “participación precep-
tiva previa” en el cauce de entrada de trabajadores extranjeros a 
nuestro mercado de trabajo junto al régimen general: el contingente 
de trabajadores extranjeros.
En general, la previsión de procedimientos participados es uno 
de los rasgos más interesantes y novedosos de los nuevos Estatutos 
catalán y andaluz. En éstos, la administración participante carece de 
título competencial en la materia, pero aduce un interés específico. 
Se han planteado estos procedimientos para que las CCAA interven-
gan en el ejercicio de competencias estatales con incidencia sobre el 
territorio. Esa participación autonómica no altera la titularidad com-
petencial y la habilitación para la toma de decisiones que resulta de 
ella. En ese sentido, por un lado, supone un cauce adecuado para 
una adecuada integración de la Comunidad en la política estatal y, 
por otro, la inmigración, por su carácter transversal, resulta un ám-
bito idóneo para el ejercicio de estos procedimientos participados. 
En ese sentido, sobre la mención expresa a la determinación del con-
tingente, deben apuntarse dos notas. Por un lado, esa participación 
ya está prevista en la LO 4/2000. Por tanto, implica la elevación a 
rango estatutario, lo que tiene, sin duda trascendencia pues ya no es 
una decisión unilateral del Estado sino consensuada con el territorio 
y que, por tanto, deberá ser respetada en el futuro. Esto significa que 
aunque la legislación de inmigración y extranjería no prevea esa par-
ticipación deberá respetarse allí donde tenga un reconocimiento es-
tatutario. Sin embargo, por otro lado, la participación autonómica 
en las decisiones estatales sobre inmigración no se ciñe a la determi-
nación del contingente sino que, según los citados Estatutos, se ex-
tiende a otros ámbitos.
 Los recurrentes cuestionan esta previsión estatutaria, remitién-
dose a las causas de inconstitucionalidad aducidas en general sobre 
los “procedimientos participados” y aclarando que lo inconstitucional 
no es la participación sino su previsión estatutaria. La STC 31/2010 
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establece dos principios axiales sobre esta cuestión. Por un lado, el 
Estatuto de Autonomía “no es sede normativa inadecuada” para re-
coger estos procedimientos participados; por otro lado, “corresponde 
a la legislación estatal determinar los términos, formas y condiciones 
de la participación autonómica”. En este sentido, no nos adentramos 
en los concretos procedimientos participados en inmigración,17 sino 
que nos ocupamos someramente del significado y alcance de su inclu-
sión en el Estatuto conforme a la doctrina de la STC 31/2010.
 Como se apuntaba al inicio, el Estatuto menciona dos formas 
de participación: una genérica (“participación en las decisiones del 
Estado sobre inmigración con especial trascendencia en Cataluña”) y 
otra específica (“participación preceptiva previa en la determinación 
de contingente de trabajadores extranjeros”), con naturaleza distinta.
El primer supuesto se incardina sin dificultad en las relaciones 
de colaboración en el sentido amplio configurado por la STC 31/2010. 
En estos supuestos el Estatuto está expresando la voluntad autonó-
mica de participar y apela a una regulación estatal en la que se con-
crete esa participación de la Comunidad Autónoma en el ejercicio de 
la competencia de titularidad estatal. Es una participación “en los 
términos que establezca la legislación estatal”. Hasta que se apruebe 
esa regulación estatal la participación autonómica no será efectiva y 
la regulación estatutaria constituye un mandato programático al le-
gislador estatal.
Un carácter distinto, mucho más preciso, tiene la “participación 
preceptiva previa en la determinación del contingente”. En ese caso 
la relación es bilateral. La actuación estatal incide en un determinado 
territorio y ese territorio participa con carácter preceptivo en la deci-
sión. Resulta claro que la actuación autonómica no puede ser vincu-
lante, pues en ese supuesto estaría condicionando la decisión que 
corresponde al titular de competencia, pero si condiciona el proceso 
de toma de decisión en cuanto introduce un trámite necesario que 
debe ser respetado como consecuencia del reconocimiento estatutario. 
La finalidad de esta participación no es impedir al Estado el ejercicio 
de sus competencias, sino ofrecerles información o asesoramiento que 
permitan un mejor ejercicio competencial por parte del titular de la 
17. Sobre esta cuestión, J.A. Montilla Martos, op. cit. pp. 48-54.
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competencia. Se configura, en este sentido, como un “razonable me-
canismo de colaboración” en materias en las que resultan afectadas 
e implicadas las competencias e intereses de la Comunidad Autónoma 
sin que se desplace o enerve la competencia estatal pues la participa-
ción es preceptiva pero no vinculante (STC 31/2010, FJ 65). No obstan-
te, desde la perspectiva autonómica supone una garantía estatutaria 
de su participación en el ejercicio competencial sin menoscabo de la 
decisión última del Estado. En el supuesto que nos ocupa, esa partici-
pación estaba prevista en la legislación estatal pero tras ese recono-
cimiento en el Estatuto la participación resulta un trámite necesario, 
sin perjuicio de las condiciones, formas y términos que puedan con-
cretarse por el legislador estatal.
Estos procedimientos participados que condicionan el procedi-
miento de decisión del Estado en el ejercicio de sus competencias, 
tanto el genérico como el más específico de la participación precep-
tiva previa en la determinación del contingente han sido considerados 
constitucionales en la STC 31/2010, sin que se advierta el vaciamiento 
de su alcance desde una perspectiva procedimental. Se había soste-
nido en la doctrina la inconstitucionalidad de estas previsiones esta-
tutarias de participación autonómica en el ejercicio de competencias 
de titularidad estatal. En concreto, en los planteamientos más rigu-
rosos18 no se cuestiona que el Estatuto prevea alguna forma de par-
ticipación o colaboración de la Comunidad Autónoma en las decisio-
nes estatales, supuesto incardinable en el principio de colaboración, 
sino aquellas previsiones que, más allá de la referencia genérica a la 
participación autonómica, concretan en que ha de consistir. A mi 
juicio, se mezclan dos situaciones que tienen naturaleza distinta. Efec-
tivamente, el Estatuto no puede prever efectos vinculantes a la ac-
tuación de la Comunidad Autónoma pues supondría desapoderar al 
Estado de la decisión sobre la competencia que le atribuye la Cons-
titución. Sin embargo, distinta es la previsión de condiciones proce-
dimentales en el proceso de decisión. Siempre que no vinculen al 
Estado y, en ese sentido, contradigan la Constitución, nada impide 
que el Estado y el territorio acuerden en el Estatuto, de la misma 
manera que podría hacerlo unilateralmente el Estado, formas de par-
ticipación autonómica en ese proceso cuando resultan afectados in-
18. Cfr. A. Garrorena Morales, A. Fanlo Loras, La constitucionalidad de los nuevos Estatu-
tos en materia de aguas, Fundación Instituto Euromediterréo de Aguas, Murcia, 2008, 
pp. 69-70.
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tereses autonómicos. Esto es lo ha considerado conforme a la Cons-
titución la STC 31/2010.
Por tanto, las conclusiones que pueden derivarse de lo anterior 
en relación a nuestro objeto son las siguientes. En primer lugar, la 
participación autonómica en las decisiones estatales sobre inmigración 
es fruto de un acuerdo bilateral entre el territorio y el Estado. Ese 
acuerdo es plenamente constitucional siempre que cumpla tres con-
diciones: no desapoderar al Estado de la decisión final en el ejercicio 
competencial; no alterar la titularidad de la competencia y no afectar 
a otras CCAA. En segundo lugar, ninguna de estas previsiones supone 
una vinculación para el titular de la competencia. Lo que hace el Es-
tado es aceptar algunas singularidades procedimentales en aras de la 
participación autonómica, esto es, en el marco de las relaciones de 
colaboración.
Finalmente, debe valorarse si esos mecanismos de participación 
previstos en el Estatuto se aplican sólo a la Comunidad Autónoma 
regida por él como norma institucional básica o deben extenderse 
a las restantes. En este sentido, es claro que el legislador estatal 
puede prever la participación autonómica aunque no lo diga el Es-
tatuto y, en ese sentido, extenderse a todas las CCAA. Sin embargo, 
la previsión estatutaria supone la necesidad de prever esa participa-
ción, aún en los “términos, formas y condiciones” que establezca el 
legislador estatal.
4. Consecuencias de la STC 31/2010 sobre las 
competencias autonómicas en inmigración
Hemos comprobado que el reconocimiento estatutario de com-
petencias autónomas en inmigración no conlleva una redelimitación 
competencial sino la formalización en la norma institucional básica 
de la Comunidad Autónoma, fruto del acuerdo entre la voluntad del 
territorio y la del Estado, del reparto competencial en inmigración 
que se ha configurado en la práctica y los Estatutos de segunda ge-
neración han trasladado a la Constitución territorial. Ese reparto po-
día deducirse de los títulos competenciales ya presentes en los prime-
ros Estatutos, aunque no podemos infravalorar la trascendencia de la 
inclusión expresa en el bloque de la constitucionalidad, esencialmen-
te para evitar interpretaciones restrictivas de las competencias auto-
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nómicas y, en su envés, extensivas del alcance del art. 149.1.2 CE. Los 
cambios en la práctica respecto a la situación actual se ciñen a la 
asunción autonómica de las autorizaciones de trabajo, en necesaria 
coordinación con el Estado.
 Conforme a ese reparto, la competencia exclusiva se concreta 
en la situación jurídico-administrativa del inmigrante mientras que el 
espacio competencial autonómico se extiende a lo relacionado con 
el proceso de integración en la sociedad de acogida. Se trata de fa-
cultades ejercidas “en el marco de sus competencias”, dicen los Esta-
tutos. Esto significa que suponen la aplicación al fenómeno migrato-
rio de títulos competenciales sobre los diversos servicios públicos que 
inciden en el proceso de integración del inmigrante. A ello han aña-
dido los Estatutos la competencia de ejecución sobre las autorizacio-
nes de trabajo de los extranjeros teniendo en cuenta que deriva de la 
competencia autonómica de ejecución laboral y se ejerce en “necesa-
ria coordinación” con el Estado, competente en relación al permiso 
de residencia.
 En ese marco de relación, trasladado por los Estatutos de Ca-
taluña y Andalucía a la Constitución territorial, ha incidido la STC 
31/2010, con una doctrina que merece ser criticada no por lo que dice 
sino por cómo lo dice.
 En primer lugar, la STC 31/2010 ha reconocido que la compe-
tencia exclusiva del Estado en inmigración no es ilimitada, como podría 
deducirse de una interpretación literal del art. 149.1.2 CE. Encuentra 
el límite en la prestación de servicios sociales a los inmigrantes y las 
políticas públicas de integración en la sociedad de acogida. Estos as-
pectos del fenómeno migratorio se ubican en el espacio competencial 
autonómico, sostenida por distintos títulos competenciales sectoriales, 
con un carácter compartido.
Sin embargo, según el Tribunal, las políticas públicas de integra-
ción de los inmigrantes no son inmigración sino educación, sanidad, 
asistencia social, etc. Las consecuencias son dos: por un lado, la litera-
lidad del art. 149.1.2 CE que atribuye al Estado la competencia exclu-
siva en inmigración se mantiene incólume y, por otro, no existen com-
petencias autonómicas en inmigración como pretenden los Estatutos. 
En estas páginas hemos rechazado que el Tribunal no haga formal-
mente compatibles lo que dice la Constitución (art. 149.1.2 CE) y lo 
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que dicen los Estatutos: competencia autonómica sobre políticas de 
integración, autorización de trabajo y participación en decisiones es-
tatales sobre la materia cuando no pone en cuestión la compatibilidad 
material de los contenidos. En este sentido, el Tribunal no cumple la 
función delimitadora que había desarrollado en relación a otras ma-
terias en las que también la Constitución se expresaba rotundamente 
sobre la exclusividad de la competencia estatal.
En cualquier caso, interesa resaltar que el aspecto rechazable de 
la sentencia no es, a mi juicio, el contenido del reparto competencial 
que plantea la sentencia en este punto sino el no reconocimiento de 
la complejidad de la materia competencial inmigración, que en la 
actualidad debe incluir necesariamente facultades competenciales 
autonómicas, provocando con ello una mutación del art. 149.1.2 CE. 
Al sostener la literalidad del 149.1.2 CE se obliga a sostener que la 
política de integración de los inmigrantes en la sociedad de acogida 
no es inmigración; sin embargo, si aceptara la evolución del conteni-
do constitucional, no sería necesaria imponer una concepción que 
ningún “jurista persa” entendería. El pretendido equilibrio ha resul-
tado insatisfactorio: mantener una concepción históricamente supe-
rada de inmigración y reconocer subrepticiamente las competencias 
autonómicas.
 Con estos presupuestos, concluimos apuntando tres ideas que 
pueden sintetizar las consecuencias de la STC 31/2010.
 La primera es que la sentencia no ha desactivado las compe-
tencias autonómicas en inmigración, pese a rechazar su existencia. 
Se mantienen las facultades competenciales previstas en el Estatuto, 
incluso las que suponen una alteración de la delimitación competen-
cial previa al Estatuto pues en definitiva estamos ante un debate 
“nominalista” sin incidencia en el contenido de las competencias 
autonómicas.
 La segunda es que tal como han sido configuradas las compe-
tencias autonómicas en inmigración, su ejercicio puede extenderse a 
todas las CCAA, aunque no lo mencione expresamente el Estatuto, en 
virtud de los títulos competenciales previstos en todos ellos. Esto afec-
ta especialmente a las autorizaciones de trabajo en cuanto es la fa-
cultad de la que deriva un traspaso pues era ejercida previamente por 
el Estado. La única duda se plantea en relación a los procedimientos 
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participados, especialmente cuando el Estatuto establece su carácter 
preceptivo.
 Y, finalmente, en tercer lugar, procede reseñar que la posición 
crítica al fundamento jurídico 83 de la STC 31/2010 tanto de quienes 
entienden que vacía de competencias al Estatuto como de quienes 
hubieran querido la declaración de inconstitucionalidad del art. 138 
EAC ha producido un efecto político: la paralización de los posibles 
traspasos en relación a las autorizaciones de trabajo tanto en las CCAA 
en las que se preveía expresamente en el Estatuto (Andalucía) como 
en las restantes a las que la STC 31/2010 les reconoce título compe-
tencial suficiente sin necesidad de mención estatutaria expresa.
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RESUMEN
En el trabajo se analiza la doctrina de la STC 31/2010, en relación a las 
competencias autonómicas en inmigración recogidas en el Estatuto de Ca-
taluña. Se rechaza el planteamiento del Tribunal Constitucional en cuanto 
pretende mantener la competencia exclusiva del Estado en inmigración a 
la vez que considera conforme a la Constitución el reconocimiento estatu-
tario de competencias autonómicas en inmigración. Considera el Tribunal 
que, pese a la denominación formal, esas actividades públicas no se enmar-
can en inmigración sino en otras materias competenciales. Frente a ello, se 
sostiene la posibilidad de competencias autonómicas en inmigración a par-
tir de una evolución de la competencia exclusiva del Estado recogida en la 
Constitución, como ha ocurrido con otras materias como administración de 
justicia o relaciones internacionales. Se comprueba, en todo caso, que el 
Tribunal no ha limitado el alcance de esas competencias autonómicas sino 
que estamos ante un debate nominalista que, no obstante, ha tenido con-
secuencias políticas.
Palabras clave: inmigración; Tribunal Constitucional; comunidades autónomas; 
Estatuto de autonomía.
RESUM
En el treball s’analitza la doctrina de la STC 31/2010, en relació amb les com-
petències autonòmiques en immigració recollides a l’Estatut de Catalunya. 
Es rebutja el plantejament del Tribunal Constitucional quan pretén mantenir 
la competència exclusiva de l’Estat en immigració alhora que considera con-
forme a la Constitució el reconeixement estatutari de competències autonò-
miques en immigració. Considera el Tribunal que, malgrat la denominació 
formal, aquestes activitats públiques no s’emmarquen en immigració sinó en 
altres matèries competencials. Davant d’això, se sosté la possibilitat de com-
petències autonòmiques en immigració a partir d’una evolució de la compe-
tència exclusiva de l’Estat recollida a la Constitució, com ha ocorregut amb 
altres matèries com ara l’administració de justícia o les relacions internacio-
nals. Es comprova, en tot cas, que el Tribunal no ha limitat l’abast d’aquestes 
competències autonòmiques, sinó que estem davant un debat nominalista 
que, no obstant això, ha tingut conseqüències polítiques.
Paraules clau: immigració; Tribunal Constitucional; comunitats autònomes; 
Estatut d’autonomia.
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ABSTRACT
The paper analyzes the doctrine as in the STC 31/2010 as regards immigration 
autonomous powers as drawn from the Catalan Statute of Autonomy. It 
overly rejects the approach taken by the Constitutional Court in the matter 
as long as it maintains the exclusive jurisdiction of the State in immigration 
affaires while at the same time considering the statutory recognition of re-
gional powers relative to immigration congruous with the Constitution. The 
Court considered that, despite the formal denomination, such public activities 
are not framed within immigration affaires but under other matters of com-
petence. Against this position, the paper defends the availability of a statu-
tory jurisdiction in immigration affairs as from the evolution of the State 
exclusive jurisdiction contained in the Constitution, parallel to that occurred 
in other areas such as the administration of justice or international affaires. 
The paper highlights that, in any case, the Court has not limited the scope 
of statutory powers but rather emphasizes that this is a conflict deriving from 
opposing views as regards de denomination of the matter under discussion 
which, however minor, has brought about political upsetting.
Key words: immigration; Constitutional Court; regions (autonomous com-
munities); Statute of Autonomy.
